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RESUMEN

El presente artículo, elaborado para su próxima publicación en la segunda edición del

Oxford Handbook of the Welfare State, realiza una revisión exhaustiva de diversos

campos académicos para reflexionar en torno a las relaciones entre géneros y Estados

de Bienestar, en las democracias de países de alta renta. El recorrido propuesto se inicia

en los primeros y más reconocidos estudios feministas hasta llegar a plantear reflexiones

y debates actuales acerca del lugar de las políticas sociales en un nuevo contexto,

atendiendo a la compleja relación entre género, trabajo remunerado y tareas de cuidado.

Palabras clave: géneros, Estados de Bienestar, sistemas de prestación y regulación

social, estudios feministas, cuidado.

ABSTRACT

This article, soon to appear in the second edition of the Oxford Handbook of the Welfare

State, presents a comprehensive review of diverse academic fields to assess the

relationships between gender and Welfare States in high-income democracies. The

proposed analysis starts by dealing with the earliest and best-known feminist academic

1� De próxima publicación en el Oxford Handbook of the Welfare State, segunda edición, editado
por Daniel Beland, Stephan Leibfried, Kimberly Morgan, Herbert Obinger, Christopher Pierson. En
su versión en inglés el título es “Gender”.

2� María Alejandra Cucchi es graduada del INSP Lenguas Vivas “Juan Ramón Fernández”. Es

profesora de inglés. Ha traducido monografías y artículos sobre ciencias sociales para
publicaciones como Nueva Sociedad. Contacto: mac.cookie@gmail.com.
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studies and concludes by putting forward the current thoughts and debates on the position

of social policies in a new context, while addressing the complex relation between gender,

paid employment and care work.

Keywords: gender, Welfare States, systems of social provision and regulation, feminist

studies, care.
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INTRODUCCIÓN

¿Es posible que los Estados de Bienestar promuevan la igualdad de género? ¿O son solo

mecanismos para recrear la dominación masculina? Estas preguntas han definido

durante mucho tiempo la forma en que se examinó la relación mutuamente constitutiva

entre el género y los sistemas de prestación y regulación social. La investigación

académica reciente ha adoptado un conjunto más diferenciado de preguntas, motivadas

por los desarrollos en las teorías sobre la interseccionalidad o la desigualdad compleja

(Williams, 2018a), las concepciones sobre la transformación y la estabilidad en las

instituciones del Estado (Morgan y Orloff 2017, Leibfried et al., 2015) y una amplia gama

de cambios en los contextos político, económico, demográfico, cultural, racial y de

género. Los estudios examinan una multiplicidad de lógicas, paradojas, acuerdos y

contradicciones en las formas en que los Estados moldean las relaciones de género y en

cómo a su vez los Estados son moldeados por el género, en el contexto de un conjunto

más amplio de relaciones de poder, diferencia e inequidad (Orloff, 2017).3

El estudio comparativo de la relación entre el género y los Estados de Bienestar y otros

sistemas de prestación y regulación social resultó un ámbito extraordinariamente

productivo para investigar la creación y las transformaciones en las relaciones y las

instituciones del poder, la diferencia y la desigualdad. Esta área de investigación se vio

favorecida por dos big bang intelectuales: los estudios de género (gender studies), desde

la década de 1970, y un análisis de los regímenes con creciente conciencia de género,

3� En este artículo me concentro en las dimensiones de género de los “Estados de Bienestar” en

las democracias capitalistas de alta renta, donde las capacidades del Estado permitieron el
desarrollo de instituciones de prestación social y las cuestiones de género clave atañen a la
integración en la economía capitalista formal. En el Sur global, la sociedad civil y el sector informal
son más importantes que en las democracias capitalistas de alta renta (Beland y Mahon, 2016: 36-
41) y las influencias transnacionales tienen un carácter diferente: la sujeción a la hegemonía de los
“grandes poderes” y las organizaciones internacionales que imponen sus preferencias.
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desde fines de la década de 1980. Después de 1990, se vio impulsada por el

involucramiento de las dos comunidades creadas por estas explosiones de innovación y

la integración parcial de sus respectivos conocimientos en la investigación sobre género,

política y normas. Partiendo de una concepción marshalliana que contrapone la política a

los mercados, Esping-Andersen (1990) promovió el concepto de “desmercantilización”

para captar los potenciales y empíricamente variables efectos políticos emancipatorios de

los Estados de Bienestar para las clases trabajadoras, un marco que fue reelaborado por

investigadoras especializadas en género como Hobson (1990), Jenson (1997), Knijn

(1994), Lewis (1992), Mahon (2002), O’Connor (1993), Orloff (1993), Sainsbury (1996),

Saraceno (1997), Shaver (1994) y Williams (1995) para indagar sobre la posibilidad de

utilizar la política contra la dominación masculina, al tiempo que se mantenía vigente en

cuanto a la formas en que los Estados (de Bienestar) contribuían a la estratificación y la

regulación.

Casi todos los estudios comparativos sobre los Estados de Bienestar se apoyaron al

principio en marcos analíticos falsamente universalizantes (implícitamente masculinistas),

los que ocultó los condicionamientos de género en los fundamentos de los sistemas de

prestación social, la situación de las mujeres y las dimensiones de género del “trabajador

de producción promedio”. Sin embargo, algo del análisis de Esping-Andersen (1990)

alentaba el involucramiento de las investigadoras feministas y los de la corriente

dominante especializados en los Estados de Bienestar. Quizá fuera su incursión en el

análisis de cómo los cambiantes “regímenes de mercado laboral” y el desplazamiento

desde la industria hacia los servicios afectaron el empleo de las mujeres, o su

revitalización de una concepción de los derechos de ciudadanía social emancipatoria, si

bien ciega respecto del género. Esto lo llevó de lleno a un terreno intelectual que había

sido cultivado por las feministas, sin reconocer el trabajo de estas. Esta circunstancia

provocó a las investigadoras, al tiempo que estimuló su creatividad en la ampliación de

conceptos de derechos de ciudadanía social, su reapropiación del concepto de régimen y

sus investigaciones sobre los servicios de cuidado y los cambios en los patrones

posindustriales de empleo, lo que condujo a una revisión de los Estados de Bienestar

como instituciones centrales del orden de género, y del género como una dimensión

estructural fundamental de los sistemas de prestación y regulación social (O’Connor et

al., 1999; Sainsbury, 1996; Hook, 2015; ver Handbook of Gender and Social Policy  de

Shaver, 2018, para un análisis más profundo de esta bibliografía y sus prolongaciones

contemporáneas).
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Entendemos como investigaciones “feministas” los estudios de género que desafían las

jerarquías de género e investigan los senderos políticos hacia la igualdad de género y la

emancipación de las mujeres, al tiempo que toman una posición crítica respecto de

conceptos tales como “igualdad” y “reconciliación”. La investigación “dominante” hace

referencia a estudios que no tematizan el género y aceptan las premisas masculinistas

sobre los actores, la política y el trabajo; no debe entenderse que el uso de este término

implica que las obras que entran en esta categoría tienen alguna unidad en otros

aspectos. En la actualidad hay una categoría intermedia de investigación “con conciencia

de género”, que toma en cuenta las brechas de género, pero

resta importancia a la igualdad [de género] en cuanto a ingreso, trabajo y cuidado
… mientras otros diagnósticos o bien suprimen el tema de la igualdad de género, o
bien renombran a las mujeres como ‘madres’, o pliegan las desigualdades de
género en un marco discursivo de desigualdades múltiples y cruzadas (Jonson,
2015: 1)

Quienes estudian el Estado de Bienestar y otros sistemas de prestación y regulación

social se han visto profundamente afectados por los cambios de la economía política

global, con el declive de las instituciones keynesianas de bienestar y, posiblemente, el

surgimiento de “Estados de contraprestación schumpeterianos” (Jessop, 1994) y el auge

del neoliberalismo, la austeridad, el intento de “desmantelamiento” de los Estados de

Bienestar y la “nueva política” en relación con las prestaciones sociales (ver, por ejemplo,

Pierson, 1994, 2001; Ferrera, Hemerijck y Rhodes, 2000). En este nuevo contexto, los

académicos presentaron argumentos –a la UE y otros– sobre las formas en que las

prestaciones sociales podrían sostener las economías productivas, mediante políticas de

“inversión social” que promuevan las capacidades y la activación, en particular entre las

mujeres (Esping-Andersen et al., 2002; Hay y Palier, 2017; Hemerijck, 2017; Morel, Palier

y Palme, 2012). En verdad, Esping-Andersen (2016: 10) sostiene que la vitalidad de la

familia –que incluye la estabilidad marital, la atención intensiva al desarrollo de niñas y

niños y una fertilidad alineada con las preferencias de la ciudadanía– y el bienestar social

demandan un “nuevo equilibrio familiar igualitario en cuanto al género”, similar a lo que ha

surgido en Escandinavia, que 

requiere no solo que las instituciones sociales (como el mercado de trabajo y el
Estado de Bienestar) se vuelvan ‘amigables hacia las mujeres’, sino también que
los hombres se adapten en el marco de las relaciones, en particular compartiendo
de manera equitativa las tareas domésticas y la crianza de los hijos.

No está claro si este nuevo equilibrio surgirá en otras democracias capitalistas de alta

renta.
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Esping Andersen (1999, 2009, 2016) y los estudiosos que trabajan en la tradición de los

recursos de poder (por ejemplo, Korpi, 2000; Korpi et al., 2013; Huber y Stephens, 2000,

2010; Shalev, 2008) –quienes aparentemente convencidos por el argumento feminista en

favor de la importancia de la familia, las brechas entre los géneros y en el cuidado, se

vuelven “conscientes en cuanto al género”, si no feministas– se han unido a las

académicas feministas en el desarrollo de conceptos y análisis empíricos acerca de la

importancia del trabajo de cuidado familiar no remunerado; las relaciones entre las

políticas familiares, el empleo femenino, la fertilidad, el trabajo de cuidado y el

empoderamiento de las mujeres; y los correlatos partidarios de diferentes modelos de

políticas de género y familia (sobre el “poder de las perspectivas feministas” en la política

social y la investigación académica, ver Orloff y Palier, 2009). Sin embargo, pocas veces

ha habido una “transversalización de género” total, ya que ni aún las perspectivas “con

conciencia de género” asumen las implicancias más profundas del trabajo feminista, y

tienen dificultades para asimilar los conceptos de interdependencia y poder de género; el

cuidado como base de una orientación ética y como algo relacional, en lugar de mera

barrera para la participación en la fuerza laboral; la violencia doméstica; y el poder

regulador de las propias categorías de género. La investigación feminista, en contraste,

confronta la estructura completa de la jerarquía de género y la dominación masculina

como parcialmente constituida por los Estados (de Bienestar), en la actualidad entendida

en forma global, e interconectada con otras formas de desigualdad, que ha asegurado el

“altruismo compulsivo” de las mujeres (Finch y Groves, 1983), los privilegios de los

hombres –si bien distribuidos de manera desigual, dependiendo de otras

posicionalidades– respecto del empleo, el trabajo doméstico, la autonomía personal y el

control sobre los recursos valiosos, y formas persistentes de dominación, como la

violencia contra las mujeres. Esta diferencia en la orientación puede ilustrarse con las

formas en que se ha adoptado el concepto de “desfamiliarización”. Para los académicos

de corrientes dominantes, incluso quienes tienen conciencia de género, la

desfamiliarización apunta a captar dónde se produce el cuidado y quién lo provee: la

familia y sus integrantes, habitualmente las madres, o servicios estatales, comerciales o

sin fines de lucro y personal remunerado. Esto es relevante en cuanto a las capacidades

de las mujeres de tener independencia, pero no aborda frontalmente las relaciones

familiares de poder. Para las feministas, el concepto hace referencia a la dependencia

económica de género y al poder, por ejemplo en cuanto a la “capacidad [de las mujeres]

de formar y mantener hogares autónomos” (Orloff, 1993), o a la posibilidad de subsistir

sin depender económicamente de las familias y los esposos (ver, por ejemplo, Lister,
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1994; McLaughlin y Glendinning, 1994; sobre el origen y el uso del concepto de

“desfamiliarización”, ver Lohmann y Zagel, 2016; sobre el concepto relacionado de

“familiarismo” y sus variantes, ver Leitner, 2003 y Keck y Saraceno, 2013).

CONCEPTUALIZACIÓN DE GÉNERO PARA EL ANÁLISIS DE LOS ESTADOS DE BIENESTAR Y OTROS

SISTEMAS DE PRESTACIÓN Y REGULACIÓN SOCIAL

El concepto de “género” representa una innovación teórica y conceptual clave de la

investigación feminista, incluida aquella que se enfoca en los sistemas de prestación y

regulación social. Las estudiosas feministas del Estado de Bienestar han actuado como

embajadoras de los estudios de género, que surgieron en asociación con los movimientos

sociales feministas e incluyeron sorprendentes desarrollos intelectuales que se

propagaron a otras disciplinas y desafiaron los supuestos masculinistas que dominaban

en el ámbito académico y en todas partes. El concepto de “género” se ha utilizado, como

explicó Haraway (1991: 131),

para desafiar la naturalización de la diferencia sexual en una multiplicidad de
escenarios de lucha. La teoría y la práctica feministas en torno del género buscan
explicar y cambiar […] sistemas de diferencia sexual por medio de los cuales
‘hombres’ y ‘mujeres’ son socialmente constituidos y posicionados en relaciones de
jerarquía.

El trabajo pionero de las décadas de 1970 y 1980 estableció que los sistemas de

prestación y regulación social contribuyen a tal constitución y posicionamiento, y que

esos sistemas tienen un sesgo de género básico (para reseñas de estos trabajos, ver

Orloff, 2009a; Shaver, 2018). Las feministas plantean cuestiones relativas al

androcentrismo de muchas versiones de la “igualdad de género”, en tanto consisten en

asimilar a mujeres y hombres por medio de la eliminación de las “brechas de género”, sin

abordar las formas en que las masculinidades dependen de la subordinación y la

devaluación de lo femenino y de las mujeres. El género no es un mero atributo de los

individuos sino una relación social, con variaciones históricas, que abarca las divisiones

del trabajo, las relaciones de poder y la legítima autoridad, las inversiones emocionales y

las valoraciones culturales; atraviesa las subjetividades individuales, las instituciones, la

cultura y el lenguaje (ver por ejemplo, Connell, 1987).

Las primeras intervenciones feministas en relación con las prestaciones sociales –como

la mayoría de las áreas de la investigación académica feminista– partieron de premisas

sobre la uniformidad y la permanencia de la categoría “mujeres” (y “hombres”). La

diferencia fundamental era entre hombres y mujeres, y se percibía que las políticas
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reforzaban esa división binaria y que la política reflejaba los intereses característicos y en

competencia de hombres y mujeres. Ambas premisas fueron ampliamente criticadas,

tanto por teóricas feministas (ver, por ejemplo, Zerilli, 2005; Butler, 1990) como por

científicas sociales y académicas de estudios legales (ver, por ejemplo, Cho et al., 2013;

Collins, 2015; Crenshaw, 1989; McCall, 2005). La política y los programas sociales son

investigadas en la actualidad en términos de las interconexiones complejas, y a menudo

contradictorias, entre el género y otras relaciones de poder, diferencia y desigualdad:

“raza”, etnicidad, sexualidad, clase, ciudadanía y muchas otras, con frecuencia

entendidas mediante los conceptos de “interseccionalidad” (Williams, 1995, 2018a) o

“desigualdad compleja” (McCall y Orloff, 2005). Por ejemplo, se muestra que las políticas

sociales tienen diferentes efectos en las mujeres con mayor nivel educativo y en las de

menor nivel educativo (ver, por ejemplo, Hook, 2015; Mandel y Shalev, 2009; Estevez-

Abe, 2009), en las cuidadoras migrantes y en sus empleadores (Parrenas, 2000; Boris y

Parrenas, 2010; Williams, 2018a), en las mujeres racializadas o inmigrantes y en las

blancas o nativas del lugar (Lewis, 2000; Williams, 1995; Roberts, 1995; Reese, 2005).

Además, se problematiza crecientemente la posición de hombres y padres, de las

masculinidades y la paternidad, y la diversidad de posiciones de los hombres en cuanto a

las familias, la violencia, el trabajo de cuidado y el empleo se investiga como objeto de la

política social y el derecho (Eydal y Rostgaard, 2016; Haney, 2018; Hobson, 2002; Hook,

2006; Hearn et al., 2018). La idea de un carácter fijo de las categorías de género ha sido

reemplazada por concepciones más fluidas, lo que se refleja en frases como “realizar” o

desempeñar un género (en lugar de “ser de” un género), en una transformación de

género a generización (West y Zimmerman, 1987; Butler, 1990, 2004). Esto permite la

investigación de los procesos de generización, regenerización o desgenerización en los

que los Estados de Bienestar son influencias fundamentales y objetos de influencia.

Para lograr el reconocimiento de que “el género importa”, las feministas han debido

involucrarse en una crítica polifacética, que incluye no solo conceptos y teorías analíticas

específicas del estudio de la política social, sino también las teorías sociales,

metodologías y supuestos epistemológicos en que se apoyan esta y otras áreas del

estudio político (ver, por ejemplo, Orloff, 2005; Shaver, 2018). En lugar de desarrollar una

nueva teoría totalizadora, buscan comprender las diversas actitudes de género de

hombres y mujeres, las capacidades, los recursos, los objetivos y las modalidades de

solución de problemas que se despliegan en la acción política de género. Las

innovaciones conceptuales y reconceptualizaciones de términos fundacionales han sido
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especialmente importantes en el estudio académico comparativo de los Estados de

Bienestar, comenzando por género y siguiendo por cuidado, reproducción social,

agotamiento, corporización, derechos del cuerpo, autonomía, familismo y

desfamiliarización, ciudadanía, (in)dependencia, agencia política, capacidades,

interseccionalidad y (des)igualdad. Es imposible ver –y más aún describir y entender– la

relación mutuamente constitutiva entre género y Estados de Bienestar sin estas

innovaciones teóricas y conceptuales.

Las feministas comienzan su proyecto crítico por las definiciones mismas de ciudadanía

social y “Estado de Bienestar”. La ciudadanía ha sido por mucho tiempo entendida en

términos exclusivamente masculinos y blancos, conectados a una concepción particular

de los sujetos políticos: como racionales, autónomos, libres de la carga de los cuidados,

inmunes a cualquier invasión de la integridad física (Lister, 2003; Roberts, 1999; Hobson

et al., 2002). Si, como sostienen los y las especialistas en género, la necesidad de

cuidado es inevitable, dada la vulnerabilidad de los seres humanos, su dependencia en la

infancia y la ancianidad, y a menudo en las etapas intermedias, debemos reevaluar las

concepciones acerca del ciudadano y la acción política (ver, por ejemplo, Fineman, 2010).

Algunas mujeres ganaron derechos sociales antes de que los hombres emancipados les

concedieran el derecho al sufragio, y los derechos relacionados con la autodeterminación

de las mujeres sobre sus cuerpos todavía son discutidos. Las mujeres también se han

diferenciado de los hombres en los tipos de derechos de ciudadanía que han demandado

de los Estados de Bienestar; mientras que los hombres de la clase obrera pueden de

hecho aspirar a una “desmercantilización” –al menos cuando el desempleo no es la

principal amenaza–, muchas mujeres han descubierto que el derecho al trabajo formal y

remunerado puede proveer nuevos recursos y capacidades organizativas. Los derechos

de ciudadanía de los hombres han estado históricamente conectados al servicio militar y

al empleo remunerado. Las ciudadanas y las académicas feministas trataron de expandir

la noción de participación social y política que da fundamento a los derechos ciudadanos

para incluir la maternidad y el trabajo de cuidado, sea o no remunerado (Knijn y Kremer,

1997; Lister, 2003). Basándose en las experiencias en la acción política de las mujeres y

en una concepción de la interdependencia como condición humana básica, las

estudiosas del género han enunciado nuevos derechos de ciudadanía esenciales para la

emancipación, muchos ligados al Estado de derecho: por ejemplo, las capacidades para

formar hogares autónomos (Orloff, 1993); derecho a disponer de tiempo para cuidar o a

ser atendido (Knijn y Kremer, 1997), “derechos corporales” (Shaver, 1994), derechos
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reproductivos entendidos como derechos sustantivos tanto a procrear como a abstenerse

de procrear (Luna y Luker, 2013).

De manera similar, los y las especialistas en género cuestionan las definiciones estándar

del Estado de Bienestar. En las economías capitalistas industriales, en las que la gente

depende del salario y la mayoría de quienes trabajan por un salario son hombres, los

sistemas de prestación y regulación social respondían a un perfil de riesgo social

particular: pérdida de ingresos debido al desempleo, enfermedad, discapacidad o

jubilación (los “antiguos riesgos sociales” [Taylor-Gooby, 2004]). Los paradigmas

masculinistas se centraron en consecuencia en las pensiones y el seguro social,

siguiendo una concepción de la política como modelada por los intereses de clase de los

hombres; se veía a las mujeres en primer término como económicamente dependientes

de los trabajadores y se entendían sus intereses como congruentes con los de sus

esposos. Las analistas de género, al haber abandonado los supuestos del conflicto de

clase como “motor de la historia”, tienen una visión más pluralista sobre qué instituciones

de la política social son “medulares”. Apoyándose tanto en la economía como en la teoría

política feministas, subrayan la importancia de la corporización y de las relaciones de

cuidado y dependencia económica, y de actividades estatales como el derecho de familia

y laboral, las políticas de familia, los derechos reproductivos, la reproducción de naciones

y “razas”, la vivienda, las políticas antiviolencia y la simultánea regulación (y, a veces, el

castigo) de quienes reciben beneficios, incluso los redistributivos. Además, intervenciones

recientes que destacan las “muchas manos” del Estado (Morgan y Orloff, 2017) y los

diferentes vectores de intervención estatal –en torno a políticas que afectan a las mujeres

como grupo de estatus, doctrina religiosa o clase, como lo formularían Htun y Weldon

(2018)– ponen en evidencia que estas actividades diversas pueden ejemplificar lógicas

múltiples y contradictorias. Parecería que los Estados (de Bienestar) modernos ya no son

uniformemente patriarcales (Orloff, 2017). El control de los Estados, y de unidades

particulares dentro de ellos –por parte de los partidos políticos y las autoridades surgidas

de elecciones, los funcionarios y el personal jurídico–, es un interés fundamental en las

luchas de poder de género, dado el monopolio de los Estados sobre los medios

colectivos de coerción y su rol potencial en la regulación (o no) de la violencia individual,

así como su rol en la constitución y la regulación del género y las sexualidades en la

participación política y los derechos de ciudadanía (Connell, 1987; Orloff, 1993; O’Connor

et al., 1999; Roseneil et al., 2013; Bernstein et al., 2016; Morgan y Orloff, 2017, Htun y

Weldon, 2018). En su mayor parte, esto no se traduce en simples divisiones políticas
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entre hombres y mujeres, sino en diferentes coaliciones políticas que incluyen tanto a

hombres como a mujeres, con posturas distintivas frente a la familia, las relaciones de

género, otras relaciones de desigualdad (por ejemplo, clase, migración, religión, “raza”),

la igualdad y al papel de los Estados y las organizaciones supranacionales en relación

con los mercados, las comunidades políticas y los límites de la ciudadanía (por ejemplo,

McCall y Orloff, 2016).

Análisis feministas innovadores han revelado el rol de mujeres y hombres como actores

políticos que persiguen objetivos de género en relación con la política social (ver, por

ejemplo, Skocpol, 1992; Pedersen, 1993; Koven y Michel, 1993; Morgan, 2006; Htun y

Weldon, 2018). La política social involucra más que la clase y varía por algo más que la

generosidad o el alcance de la desmercantilización. En cambio, el género se une a la

clase, la nación, la “raza”, la religión y otras dimensiones del poder, la diferencia y la

desigualdad para modelar la política social y los planes de acción en formas

históricamente contingentes y variables. Por ejemplo, vemos el interés de los funcionarios

del Estado en la producción y la regulación de naciones o “razas”, ciudadanos y

soldados; la preocupación de los hombres por obtener o conservar salarios que les

permitan sostener a sus familias; el interés de las mujeres en combatir la pobreza o la

discriminación ligada a las tareas de cuidado. Los actores de género pueden identificarse

con movimientos sociales –movimientos por la igualdad de las mujeres, grupos

“maternalistas” o antifeministas– o con partidos políticos y administraciones estatales,

como en el caso de las “femócratas”, mujeres que trabajan en unidades especializadas

en igualdad de género. Con la expansión de las organizaciones supranacionales, las

feministas y otros grupos han hecho un uso táctico y estratégico de las aperturas en

diferentes niveles de gobierno –por ejemplo, el mandato de transversalización de género–

para impulsar sus demandas (ver, por ejemplo, Walby, 2004; Mahon, 2015; Bedford y Rai,

2010).

ESTADOS DE BIENESTAR Y POLÍTICA SOCIAL: GÉNERO, TRABAJO, CUIDADO

El cuidado es central para la mayor parte de las concepciones feministas sobre género,

política social y Estados de Bienestar. El cuidado es una forma de trabajo,

fundamentalmente realizada por mujeres, y no una emanación “naturalmente” femenina

del amor familiar; el cuidado está incrustado en relaciones caracterizadas por la

interdependencia, el poder y el conflicto; es una actividad socialmente necesaria pero con

frecuencia no reconocida. Al mismo tiempo, las responsabilidades de las mujeres en el
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cuidado y el trabajo doméstico no remunerado contribuyen a sostener las jerarquías de

género y su exclusión o inclusión desigual en la política y los mercados. Como lo señala

Williams (2018b), hay linajes intelectuales “diferentes aunque consanguíneos” para

entender estas “actividades de cuidado y trabajo doméstico que contribuyen al

florecimiento, la reparación y el sustento humanos”. En primer lugar, un foco en las

actividades y en las consecuencias del propio acto de cuidar como fuente de muchas de

las desventajas de las mujeres, pero también de las identificaciones, los recursos y los

compromisos éticos distintivos (ver, por ejemplo, England, 2005; Daly y Lewis, 2000); en

segundo lugar, una perspectiva feminista-socialista que conecta la “reproducción social” a

la “producción” en el capitalismo e investiga las prácticas de cuidado doméstico en

contextos globales (ver, por ejemplo, Bedford y Rai, 2010; Parrenas, 2000; Laslett y

Brenner, 1989). Williams argumenta en favor de partir de ambos linajes al estudiar el

cuidado “estableciendo conexiones a través de las escalas de análisis micro, meso y

macro”, vinculando hogares, regímenes migratorios y políticas sociales de los Estados

nacionales, economías políticas situadas a escala global, migración transnacional y

“cadenas globales de cuidado”. Comprender de este modo la organización social del

cuidado nos obliga a pensar más allá de las divisiones políticas y académicas

tradicionales entre la economía y la familia, lo público y lo privado, el trabajo remunerado

y el no remunerado, las emociones y lo material, la cultura y la política social estatal, la

prestación pública de servicios y el apoyo indirecto para el cuidado dentro de los hogares,

las prácticas de cuidado locales y las redes globales de trabajo (Jenson, 1997; Daly y

Lewis, 2000; England, 2005; Williams, 2018b).

Los sistemas de prestación y regulación social ofrecen diferentes formas y niveles de

apoyo a las familias: transferencias de efectivo, incentivos impositivos y/o prestaciones

directas de servicios, así como medios por los cuales los individuos pueden combinar

trabajo remunerado y no remunerado, como licencias parentales o trabajos de jornada

reducida. Reconocen y proveen algunas formas de cuidado y organización familiar al

tiempo que castigan otras, lo que puede variar además según grupos sociales definidos

por clase, “raza” o nivel de educación y de calificación. Aquí la política social

complementa el papel de la cultura en modelar las prácticas de cuidado (Kremer, 2007;

Pfau-Effinger, 2005). Las políticas pueden contribuir a mantener formas familiares

fuertemente diferenciadas en cuanto al género, en las que las mujeres asumen las

responsabilidades por el cuidado, o pueden alentar la “externalización” de las

responsabilidades de cuidado hacia el mercado o el Estado para que las madres (y otras
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personas que asuman responsabilidades de cuidado) puedan contraer obligaciones

laborales fuera del hogar. Estas políticas pueden tener efectos heterogéneos en las

madres según su nivel educativo o de calificación (con frecuencia tomados en

representación de la clase) y según otras posicionalidades (Hook y Pettit, 2016;

Boeckmann et al., 2015).

La participación creciente de las mujeres en la esfera del trabajo remunerado –producto

de la necesidad económica y de las demandas de mayor desarrollo personal– ha

contribuido a cambiar algunos aspectos de la división del trabajo de cuidado: los arreglos

previos en este aspecto –las mujeres a cargo de dar cuidado, por lo general no

remunerado, en los hogares privados, sostenidas por los salarios de los hombres, en el

contexto de Estados de Bienestar keynesianos– se han desarmado. Esto se ha

desarrollado al mismo tiempo que observamos poblaciones que envejecen, un creciente

aplazamiento del matrimonio y la maternidad, índices más altos de convivencia,

separación y divorcio, y una mayor precariedad del empleo; en resumen, fenómenos que

conducen al aumento de la demanda de cuidado. Además, en promedio las mujeres, más

que los hombres, modelan todavía su comportamiento laboral según las necesidades del

cuidado y, en menor medida, del trabajo doméstico, y asumen un porcentaje mucho

mayor de este trabajo. En consecuencia, los análisis de género se enfocan en las

instituciones de prestación social que afectan la división del trabajo según género, en

particular los servicios de cuidado para la infancia y la ancianidad y las licencias

parentales. Muchas feministas están convencidas de que la única manera de avanzar

hacia la igualdad de género es cambiar las prácticas de los hombres, así como ofrecer

servicios de cuidado fuera del hogar, en lugar de limitarse a conciliar las

responsabilidades de las mujeres en el cuidado con el trabajo remunerado (ver, por

ejemplo, Fraser, 1994; Ellingsaeter y Leira, 2006; Gornick y Meyers, 2009). Las opciones

de empleo de jornada reducida y otros aspectos del mercado laboral y la organización del

empleo, como los cupos y la legislación antidiscriminatoria, también son pertinentes para

afectar las posibilidades de “reconciliación” y para alentar la participación de las mujeres

en el trabajo remunerado (Orloff, 2006, 2017). Asimismo, las necesidades de cuidado –

que se han intensificado con el trabajo de las mujeres fuera del hogar y con los cambios

demográficos– no han sido satisfechas completamente por arreglos alternativos, como

los servicios públicos de cuidado de niños y adultos mayores o un mayor trabajo de

cuidado asumido por los hombres. En este contexto, hemos visto emerger “crisis de

cuidado” o “agotamiento”: deficiencias en la oferta de personal de cuidado y/o en las
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condiciones para el personal y la calidad del cuidado (Williams, 2018a; Fraser, 2016; Rai

et al., 2014).

Durante la mayor parte del período posterior a la Segunda Guerra Mundial, el modelo

dominante apoyado por las políticas estatales y casi todas las tendencias políticas, y

criticado por las feministas, ha sido la familia nuclear heterosexual, con un hombre

proveedor y su esposa a cargo de las labores del hogar y de cuidado, aun cuando ella

también tuviese un empleo fuera de la casa. Lewis (1992) le dio a esto la memorable

denominación de “régimen de hombre proveedor”. Este arreglo es llamado con frecuencia

“tradicional”, aunque su realización completa –en particular, con la difusión del rol de ama

de casa para la esposa incluso entre las clases trabajadoras– se limitó a la “Era Dorada”

que se desarrolló entre la Segunda Guerra Mundial y los comienzos de la década de

1970. Los Estados también sostenían la posición privilegiada de los hombres en los

mercados laborales, y las instituciones de asistencia social no aliviaban por completo las

vulnerabilidades económicas, ni otras asociadas a la ejecución de tareas de cuidado por

las mujeres en el contexto de familias nucleares heterosexuales dependientes de los

salarios de los hombres (ver, por ejemplo, Orloff, 2017; Lundqvist, 2011). Aunque este era

el modelo normativo, no todas las familias tenían acceso a los recursos y los derechos

que lo hacían posible; en particular, la posición de las madres solteras variaba mucho

según el estado marital o la “raza” (ver, por ejemplo, Lewis, 1997; Hobson, 1993; Roberts,

1995). 

Las tasas relativamente más altas de pobreza entre las madres solas (incluso entre las

empleadas) y las viudas mayores en la mayoría de las democracias de alta renta, tanto

en la era del “proveedor” como posteriormente, son evidencia de la persistente

vulnerabilidad de las cuidadoras cuando no tienen acceso a los ingresos de los hombres,

incluso si tienen empleo. Tal como señaló Hobson (1990) en su ingeniosa aplicación del

marco de “salida, voz, lealtad” acuñado por Hirschman a la situación de las mujeres en el

matrimonio, las condiciones que rigen para las madres solas –modeladas en gran medida

por los derechos de ciudadanía social– afectan también a las madres casadas, ya que

reflejan en alguna medida cuáles serían sus “opciones de salida”; Hobson sostiene que

cuanto mejor es la situación de las madres solas, más poder tienen las mujeres en

pareja. Las madres solas han sido un “caso de prueba” de la medida en que los Estados

de Bienestar abordan las vulnerabilidades económicas de las mujeres; se alivia su

pobreza –hasta cierto punto– solo mediante generosos programas de asistencia (por

ejemplo, en los Países Bajos antes de las reformas de bienestar de mediados de la
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década de 1990; Knijn, 1994) o a través del empleo respaldado por servicios de cuidado

(por ejemplo, en Francia y Bélgica) y, en el mejor de los escenarios, mediante una

combinación de ambos (por ejemplo, en los países nórdicos) (Christopher, 2002; Kilkey y

Bradshaw, 1999; Huber et al., 2009). De ese modo, cuando las prestaciones sociales no

son generosas y el respaldo al empleo queda en manos del mercado, la pobreza relativa

de las madres solas permanece alta (como en los regímenes “liberales” y

“conservadores” [incluyendo Japón]). En verdad, las transformaciones recientes en las

instituciones de asistencia social con sesgo de género en dirección al apoyo del empleo

femenino, que se discutirán más adelante, se justifican en parte en términos de sus

efectos en la reducción de la pobreza.

El “modelo de proveedor” puede haber tenido diferentes fortalezas en cada país (Lewis,

1992), pero todas ellas se insertaban en políticas económicas keynesianas que

abordaban las inseguridades económicas de los hombres asalariados, y este contexto

político-económico ha cambiado radicalmente. Las políticas sociales que apuntaban a las

inseguridades económicas asociadas a los “antiguos riesgos sociales” estuvieron sujetas

a recortes y recalibración (por ejemplo, la remercantilización), al tiempo que existía una

demanda cada vez mayor de abordar los “nuevos riesgos sociales”, asociados a una

menor estabilidad marital, a la necesidad de reconciliar empleo y cuidado, a una mayor

individuación de los miembros de la familia, al paso de la manufactura a una economía

terciaria (posindustrialismo), y por lo tanto relevantes para las situaciones específicas de

las mujeres en cuanto a familia y empleo (Bonoli, 2005; Taylor-Gooby, 2004). Y en

verdad, en un fuerte contraste con otros aspectos del Estado de Bienestar, hubo una

expansión del rango de programas que pueden agruparse bajo la denominación de

“políticas familiares” y que se superponen parcialmente con los nuevos riesgos sociales:

ingreso complementario para familias con hijos e hijas, licencias por motivos familiares,

educación y cuidado para la infancia temprana, todo lo cual promueve el empleo materno

(Daly y Ferragina, 2018). Ferragina (2019) afirma que la expansión de las políticas

familiares en diferentes contextos políticos implica que estas asumen diferentes

caracteres, emancipatorios o mercantilizantes. Orloff (2017) sostiene que estos cambios

deberían entenderse como procesos de “destrucción” de instituciones y políticas

organizadas en torno de la lógica del hogar con proveedor/cuidadora, lo cual podría

adoptar la forma de un desplazamiento repentino o de un cambio institucional gradual, y

“construcción” de instituciones y políticas organizadas en torno de la lógica del empleo

materno. Las nuevas políticas para apoyar el empleo materno son diversas, lo que refleja
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el sello del momento y la secuencia de los procesos constructivos y destructivos, los

acuerdos políticos, los legados en términos de políticas y las diferencias sociales,

partidarias e institucionales de larga data.

Lewis (2001) llamó a la nueva lógica institucional “modelo de adulto trabajador”, ya que

se supone que tanto hombres como mujeres tienen empleo remunerado. Sin embargo,

ella y otras estudiosas del género han sido cuidadosas en señalar la continuidad de las

diferencias de género en los patrones de participación en el trabajo remunerado y no

remunerado, que son más claras entre quienes tienen hijos (Daly, 2011; Lewis y Giullari,

2005). En verdad, la discriminación contra las mujeres en el empleo ha decrecido en

forma considerable, en tanto que las madres siguen experimentando desigualdades

laborales ligadas a las responsabilidades en el cuidado en mucha mayor medida que las

mujeres sin hijos (Boeckmann et al., 2015). Las tasas de participación de las madres son

más bajas que las de los padres, a menos que existan servicios de cuidado provistos por

el Estado o el mercado y/u otros medios para “reconciliar” el empleo y el trabajo familiar.

E incluso las madres con empleo trabajan a jornada reducida en niveles mucho mayores

que los hombres o las mujeres sin niños (con variación entre los países en los niveles

totales de empleo de jornada reducida). Tomarse tiempo libre en el empleo remunerado,

ya sea mediante licencias o reduciendo la jornada laboral, para realizar tareas de cuidado

no remuneradas o de limpieza en los contextos familiares –aun cuando no llega a

equiparar el trabajo doméstico a tiempo completo y de por vida– impone costos a las

cuidadoras, en particular menores ingresos y beneficios previsionales, dependencia

económica y vulnerabilidad a la pobreza durante toda la vida (England, 2005; Hobson,

1990; Joshi et al., 1999). Por añadidura, las madres sufren una “penalidad salarial por

maternidad” debido a los efectos de la maternidad en la productividad y a la

discriminación de los empleadores hacia las madres en cuanto a la contratación y

promoción (Budig et al., 2012). Pero aun en los casos en que las tasas de participación

de las madres igualan las de los padres, como en los países nórdicos, los patrones de

empleo difieren: las mujeres toman más licencias parentales, trabajan menos horas y en

ocupaciones con segregación de género (Ellingsaeter y Leira, 2006; Misra et al., 2007;

Pettit y Hook, 2009; Hook y Pettit, 2016).

Es de gran importancia la forma en que se establecen las políticas en relación con las

divisiones del trabajo por género. Pueden promover arreglos tradicionales y diferenciados

por género, hogares de “un asalariado y medio” o de proveedor masculino, o pueden

incentivar arreglos más “simétricos” entre hombres y mujeres, en los que ambos
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miembros de la pareja trabajan a tiempo completo. Hay diferencias entre los países en

cuanto al modelo predominante, y algunos muestran un perfil polarizado entre familias

con dos empleos remunerados de tiempo completo –sobre todo en los hogares de

mujeres con alta calificación– y familias con un único asalariado masculino, y menos

hogares con “un asalariado y medio” (Lewis et al., 2008; Hook, 2015). Hay amplio

acuerdo sobre la evaluación de los perfiles de los diferentes países en esta calificación.

(Nótese que esta discusión corresponde a parejas más que a madres solteras). Algunos –

en esto sobresalen los países nórdicos– sostienen políticas que operan para debilitar las

divisiones tradicionales del trabajo basadas en el género en cuanto a la participación en

el empleo remunerado, alentando el empleo y el compromiso laboral de las madres

mediante la oferta de servicios de cuidado infantil, la autorización de reducciones horarias

para padres y madres y la adjudicación de licencias pagas. Estos países muestran

niveles altos y constantes de participación de las mujeres en la fuerza laboral, y la

mayoría de los hogares están formados por parejas que trabajan a tiempo completo,

incluso si las jornadas de las mujeres son algo más breves que las de los hombres. Los

países nórdicos, con excepción de Dinamarca, también se han destacado por sus

esfuerzos para incentivar el desempeño de tareas de cuidado por parte de los hombres,

en particular mediante la reserva de parte de las licencias para los padres con el

concepto “úselo o piérdalo” (Eydal y Rostgaard, 2016). Sin embargo, se ha introducido

cierta incoherencia en la mayoría de los enfoques nórdicos debido a la adopción de

programas de “efectivo para cuidado”, que permite a padres y madres –principalmente a

las madres– permanecer fuera del marco del trabajo remunerado por largos períodos

(Duvander y Ellingsaeter, 2016); además, en Suecia, nuevos incentivos impositivos para

el empleo de personal doméstico socavan hasta cierto punto el compromiso con los

servicios públicos (Morel, 2012).

Francia y Bélgica tienen políticas importantes que los diferencian de otros regímenes

“conservadores” (Misra et al., 2007), en especial sus legados de amplio cuidado

profesional para niños pequeños y sus largas y generosas licencias parentales (Morgan,

2006; Morel, 2007). Esto parece permitir la elección entre tener un empleo y permanecer

en la casa en tareas de cuidado. Hook (2015) encuentra que la polarización en Francia

entre los hogares de doble empleo de tiempo completo y los de un único proveedor varón

tiene un gradiente de clase. Las políticas de la mayoría de los países continentales

europeos y de Japón todavía son congruentes con las divisiones tradicionales del trabajo

según el género, pero estas han sido “modernizadas” para permitir que un mayor número
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de mujeres hagan trabajo remunerado dando espacio para que estas mantengan su

responsabilidad (“tradicional”) por el trabajo de cuidado, por ejemplo con medidas de

“conciliación”, como el empleo de jornada reducida y largas licencias por maternidad. Es

el modelo de “un trabajador y medio”; los niveles de participación en la fuerza de trabajo

han crecido, pero no han alcanzado a los nórdicos. Y otros –Estados Unidos y los países

del sur de Europa– no hacen mucho aún por ayudar a las familias a sostener el empleo o

el cuidado de las mujeres, dependiendo implícitamente de los hogares o el mercado. Aquí

hay una polarización entre los hogares que

es impulsada, en parte, por la clase. El doble empleo de tiempo completo es la
norma para familias con un alto nivel educativo materno y el proveedor único varón
es la norma para familias con un nivel educativo materno bajo (Hook, 2015). 

En estos países, los niveles de participación en la fuerza de trabajo son muy variados.

Estados Unidos, cuyos niveles de participación de las mujeres en la fuerza laboral eran

bastante altos alrededor de 1990, lo que reflejaba la disponibilidad de servicios en el

mercado (Orloff, 2006), ha “quedado atrás” respecto de otros países de la Organización

para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) mientras las tasas se

estancaban, lo que refleja la falta de desarrollo de políticas familiares que promuevan el

empleo materno (Blau y Kahn, 2013).

Sin embargo, estos arreglos todavía están evolucionando, ya que el empleo materno y el

envejecimiento de las poblaciones contribuyen a las demandas tanto de “modernización”

de las políticas como de incremento de la oferta de personal de cuidado, en muchos

casos migrante, a veces incentivado por disposiciones impositivas o fronteras porosas

(Mahon et al., 2012; Peng, 2018; Michel y Peng, 2017; Williams, 2018a y 2018b;

Gavanas, 2010). Hasta ahora, el perfil general de estos países muestra continuidades

significativas, y las cuidadoras migrantes se integran a arreglos preexistentes para la

prestación de cuidados: por ejemplo, se suman a las familias para la asistencia de los

adultos mayores en el sur de Europa y algunos países del este de Asia (Taiwán,

Singapur, Hong Kong), trabajan en servicios públicos de cuidado de adultos mayores y en

servicios de limpieza en el caso de los países nórdicos (con algún incremento en la

comercialización apoyada por los Estados), y se emplean en servicios privados –tanto

familiares como de mercado– en Norteamérica y Gran Bretaña.

“La política importa” para el carácter y los efectos de estas políticas. El predominio de

partidos de izquierda se asocia sistemáticamente a Estados de Bienestar con elevados

niveles de gasto y amplios sectores estatales, servicios públicos, beneficios generosos y
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que desalientan la mercantilización, vinculados a índices bajos de pobreza para madres

solas y mujeres mayores solteras, y una distribución del ingreso relativamente igualitaria.

En los países dominados por partidos socialdemócratas, la cobertura universal, el

derecho individual a los beneficios y las estructuras redistributivas han sido consideradas

de gran ayuda para muchas mujeres (Sainsbury, 1996; Huber y Stephens, 2000). En la

década de 1990 y a comienzos de los 2000, muchos analistas se enfocaron en los

“regímenes” de política, asumiendo que los tipos de regímenes se asociaban a diferentes

modelos de género o familia (Esping-Andersen, 2009). Las académicas feministas, sin

embargo, afirmaban que ambos modelos basados en el género, el del “hombre

proveedor” o el de “hogares de doble empleo”, variaban independientemente de los tipos

de regímenes (Lewis, 1992) y las configuraciones partidarias, o que las dimensiones de

género variaban dentro de los grupos de regímenes (O’Connor et al., 1999); en otras

palabras, que los regímenes basados en la clase y las configuraciones políticas no

determinaban totalmente las dimensiones de género de los sistemas de prestación social

y regulación. Los análisis de régimen fueron importantes para comprender la topografía

de las variantes de los Estados de Bienestar; sin embargo, los análisis basados en

tipologías que esos análisis generaron probablemente hayan alcanzado el punto de los

rendimientos decrecientes. De cualquier modo, quizá sería deseable retener el concepto

de régimen, con un foco en la articulación de diferentes políticas, lo que ofrece imágenes

más exactas de los efectos de los sistemas de prestación social (Orloff, 2017). 

Korpi (2000) recomienda desagregar el concepto de régimen –en fuerzas impulsoras,

instituciones intermediarias y resultados– para investigar los componentes específicos en

un análisis causal. Conecta diferentes “modelos de política familiar” –la que sostiene a

familias tradicionales o a hogares de doble ingreso, o la que no logra sostener ninguno de

estos modelos (a lo que denomina política “basada en el mercado”)– con la supremacía

de distintos partidos políticos en los años de la posguerra (ver también Korpi et al., 2013).

Estos modelos reflejan ideales acerca de los arreglos de cuidado, los tipos de familia (de

doble ingreso o “tradicional”) y las instituciones que se prefieren para dar apoyo: Estados,

familias o mercados. Los partidos socialdemócratas, a veces ayudados por movimientos

de mujeres afines, han adoptado el modelo de las familias de doble ingreso, la igualdad

de las mujeres a través del empleo (en particular, empleo público) y servicios públicos de

cuidado (ver también Huber y Stephens, 2000; Lundqvist, 2011). El predominio de

partidos de derecha religiosos y seculares, o de regímenes liberales y conservadores,

tiene diferentes efectos en las relaciones de género. Los partidos religiosos han sido los
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principales exponentes de la subsidiariedad y de la ideología de género “tradicional” bajo

la forma del “familismo”, que es compatible con el gasto público, pero da apoyo a las

familias de maneras que refuerzan las divisiones del trabajo basadas en el género –

posiblemente en formas modificadas, tales como los modelos de “un asalariado y

medio”– e impiden prestaciones que promuevan la autonomía. Los partidos seculares de

derecha están preocupados por restringir el gasto público y los servicios estatales;

aunque no son necesariamente hostiles al empleo de las mujeres, no están interesados

en ofrecer alternativas a la mercantilización y prefieren incentivar el empleo de las

mujeres mediante el sistema impositivo. Las medidas regulatorias, como por ejemplo la

legislación antidiscriminatoria, han sido críticas en Estados Unidos y Canadá para

fomentar el empleo de las mujeres, pero la oposición a cualquier regulación es ahora

parte del mantra neoliberal.

Dado que ninguna de las democracias de alta renta es gobernada por un partido único de

manera ininterrumpida, la alternancia partidaria o los gobiernos de coalición pueden

introducir incoherencia en sus combinaciones de políticas. Por ejemplo, Ellingsaeter

(2014: 555) observa que en los países nórdicos

[e]n contraste con la convergencia y la estabilidad respecto de las licencias
parentales moderadamente largas en niveles altos de sustitución y de la prestación
universal de servicios de cuidado infantil financiados por el Estado, las ‘cuotas para
padres’, es decir, la reserva de una parte de la licencia para los padres, y los
beneficios de compensación económica para cuidado son resistidos y su situación
es cambiante […] la principal fuente de inestabilidad […] es la competencia
partidaria por la oposición entre los valores de la ‘parentalidad igualitaria’ y la
‘elección parental’, en buena medida siguiendo una división izquierda-derecha.

Ha habido un debate considerable acerca de los efectos en términos de género de los

diferentes perfiles de Estado de Bienestar, y avances respecto a cómo conceptualizar y

medir las políticas (Hook y Ruppanner, s/f). Mandel y Semyonov (2006) identificaron una

“paradoja del Estado de Bienestar”, según la cual los Estados de Bienestar bien

desarrollados, de acuerdo con mediciones de un “índice de intervención del Estado de

Bienestar”, incrementan la participación femenina en la fuerza laboral pero

simultáneamente obstaculizan el avance de las mujeres en el empleo (marcado por

diferencias salariales, segregación sexual ocupacional, acceso a puestos superiores,

etc.). En contraste, los Estados de Bienestar menos “desarrollados” se asociaban a

mejores resultados ocupacionales para las mujeres empleadas. De este modo, mientras

los Estados de Bienestar generosos benefician a las mujeres menos aventajadas, los

sistemas menos generosos permiten que las mujeres altamente calificadas y aventajadas
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avancen en el empleo (ver también Shalev, 2008; Estevez-Abe, 2009; Mandel y Shalev,

2009). Pero estudios posteriores han cuestionado esta interpretación por diversos

motivos. Los defensores del modelo nórdico sostuvieron que la formulación de la

“paradoja del Estado de Bienestar” ignora los efectos igualadores en términos de género

de atraer a la mayoría de las mujeres a la fuerza laboral, las condiciones relativamente

buenas del empleo en el sector público –con predominio de mujeres– y el carácter

relativamente reducido de las brechas salariales de género (Korpi et al., 2013; Shalev,

2008). Korpi et al. (2013) aduce evidencia de que los sistemas nórdicos son beneficiosos

para las mujeres menos aventajadas, pero no en detrimento de las mujeres con alto nivel

de educación.

Pettit y Hook (2009) y Korpi et al. (2013) afirman por su parte que el “índice de

intervención del Estado de Bienestar”, así como las discusiones genéricas sobre

“políticas familiares”, agrupa en forma errónea políticas cuyo impacto de hecho varía.

Korpi (2000; Korpi et al., 2013) sostuvo que ciertos programas, políticas familiares con

una “dimensión de familia tradicional”, ofrecen un “apoyo familiar general” que en forma

implícita afianza las divisiones del trabajo tradicionales; otros, políticas familiares con

“dimensión de doble ingreso” y “de doble cuidador”, apoyan un cuidado familiar más

igualitario en cuanto a género y arreglos de trabajo. Pettit y Hook (2009), en una

influyente intervención sobre “compensaciones de género”, sostienen que las políticas

incluyen dos dimensiones, ya sea que promuevan la inclusión o la exclusión del mercado

laboral y que desalienten o promuevan la igualdad entre quienes integran la fuerza

laboral (en términos de brecha salarial, segregación ocupacional, cantidad de horas

trabajadas). Insisten en que solo algunos programas son “facilitadores de trabajo” para

las mujeres, principalmente el sostén público amplio de servicios de cuidado no familiar y

licencias cortas bien remuneradas condicionadas por el empleo previo; otros son

“reductores de trabajo”, al desincentivar el empleo y afectar en forma negativa las

oportunidades ocupacionales de las mujeres por medio de licencias prolongadas,

compensaciones en efectivo para cuidado y empleos con horario reducido. Señalan que,

a la fecha, ha habido “soluciones de compromiso en términos de género” entre aquellas

medidas que suman a las mujeres a la fuerza laboral y las que afectan el destino de las

mujeres una vez que tienen empleo; ningún país ocupa los primeros puestos en todas las

medidas en favor de la igualdad laboral para las mujeres.

Estos efectos diversos son bien ilustrados por las licencias parentales pagas y el apoyo

público al cuidado infantil. Las licencias remuneradas parecen tener efectos
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contradictorios, dependiendo de su extensión temporal y del nivel de los beneficios (ver,

por ejemplo, Keck y Saraceno, 2013); muchos análisis argumentan que si las licencias

son breves y bien pagas, mejoran los niveles de empleo y las perspectivas de las

mujeres, pero cuando son prolongadas y menos generosas deprimen la inclusión de las

mujeres y su igualdad en el empleo (Hook y Ruppanner, s/f). Sin embargo, se ha

demostrado que la disponibilidad de servicios públicos de cuidado infantil es importante

tanto para los niveles como para la calidad de los empleos de las madres, y es

beneficiosa tanto para madres con mayor nivel educativo como para aquellas con menor

nivel educativo. Pettit y Hook (2009) afirman que ese tipo de servicios ayudan a que las

mujeres mantengan un empleo continuo, y así se conserva su capital humano y se

reduce la discriminación. Los países nórdicos han definido la prestación de tareas de

cuidado como una responsabilidad en gran medida pública, mediante la provisión de

servicios y licencias remuneradas tanto para padres como para madres, vinculados al

bienestar de niñas y niños y la igualdad de géneros, y en esta concepción ambos

implican el empleo de las madres. En contraposición, hasta hace muy poco tiempo, el

cuidado infantil se entendía como un terreno de la familia en el Reino Unido, la mayoría

de los países europeos continentales y Japón, mientras que en América del Norte se

prefiere que el cuidado quede en el ámbito de la “elección” privada, lo que refleja el

liberalismo políticamente dominante (O’Connor et al., 1999). En Estados Unidos la

prestación estatal ha sido prácticamente descartada (Morgan, 2006), pese a lo cual las

madres con recursos han podido encontrar servicios de cuidado particulares, aunque de

calidad despareja (Orloff, 2006). La falta de desarrollo de apoyos públicos al empleo

materno contribuye a dos resultados principales: la polarización de los tipos de hogares

según el nivel de educación, por la cual a menudo las mujeres de mejor educación tienen

empleos de tiempo completo y las mujeres de menor nivel educativo abandonan el

empleo remunerado durante largos períodos, con el consecuente estancamiento general

de los índices de participación laboral de las mujeres (Blau y Kahn, 2013). El cuidado en

la vejez también se ha examinado en relación con las categorías privado/público, pero los

patrones difieren en alguna medida de los del cuidado infantil; los países nórdicos son

coherentes en ofrecer servicios públicos para ambos, Estados Unidos no lo hace para

ninguno de los dos, mientras que otros países tienen una mezcla variada (Antonnen y

Sipilä, 1996). Los servicios y las políticas de cuidado, en particular en Europa y el este de

Asia, han cambiado rápidamente desde el año 2000, con la expansión de los servicios de

cuidado para la vejez y la infancia, pagos para cuidado informal y extensión de las
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licencias pagas (ver, por ejemplo, Peng, 2018; Williams, 2018a y 2018b; Mahon, 2002;

Farris y Marchetti, 2017; Brennan et al., 2012).

Con niveles crecientes de empleo femenino, en especial de madres, han surgido “crisis

de cuidado” o “agotamiento”, ya que las demandas de cuidado entre las poblaciones que

envejecen, las personas con discapacidades y niñas y niños pequeños superan la oferta

de cuidadores en las familias (Williams, 2018a; Rai et al., 2014). Permitir que los

trabajadores y trabajadoras (remunerados) tengan tiempo para dedicar al cuidado es una

respuesta, y encontrar nuevas reservas de personal de cuidado es otra, a lo que algunos

Estados han respondido alentando la inmigración o la migración de áreas rurales a

urbanas dentro de los Estados. Estos procesos han interactuado de forma compleja con

movimientos tendientes a la comercialización de los servicios de cuidado, impulsados por

políticas impositivas.

La migración de personal de cuidado, especialmente entre las mujeres, es un desarrollo

significativo en los arreglos de cuidado. Las “cadenas globales de cuidado” llevan

(predominantemente) mujeres desde áreas menos desarrolladas a otras más ricas para

proveer servicios de cuidado; muchas de estas mujeres son madres que dejan atrás a

sus propios hijos y a otros familiares para que sean cuidados por otros, con frecuencia

mujeres (en general, parientes) de regiones aún más pobres (ver, por ejemplo, Parrenas,

2005; Lutz, 2008). Mientras son satisfechos los “déficits de cuidado” en las áreas más

ricas del planeta, surgen nuevos déficits entre los niños y otros en los países de los que

proviene la ayuda, y el personal de cuidado migrante enfrenta más dificultades por las

normas de migración y ciudadanía (Williams, 2018b). Un importante debate empírico y

normativo involucra el uso de mano de obra inmigrante para tareas que previamente eran

desarrolladas principalmente por amas de casa, enfocado en si tales arreglos son

inherentemente explotadores o pueden transformarse en “buenos empleos” (ver, por

ejemplo, Meagher, 2006; Bowman y Cole, 2009; Gavanas, 2010). Además, el sesgo de

género en el cuidado, el empleo y los arreglos migratorios tiene implicancias para la

calidad y el volumen de los servicios de cuidado (Morgan, 2005; Williams, 2018a y

2018b).

¿Qué modelos o ideales de género, familia y cuidado promoverán las políticas sociales

en el futuro? El empleo materno es ampliamente aceptado, pero las actitudes políticas y

culturales hacia la división del trabajo y el cuidado según el género todavía difieren entre

diversos grupos de mujeres y hombres (Kremer, 2007; Pfau-Effinger, 2005; Orloff, 2009b).
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Estos valores en relación con el cuidado informan tanto las orientaciones partidarias

como las individuales respecto del empleo materno y las políticas familiares,

orientaciones que se materializan en diferentes contextos políticos y sociales. Ha surgido

una demanda de mayores niveles de “inversión social” y “elección” ciudadana respecto

de los arreglos de servicios y cuidado, impulsados en todos los Estados de Bienestar

mediante proyectos de “tercera vía” y “recalibración”, y con complicadas conexiones con

una creciente diversidad social (Pierson, 2001; Ferrera, Hemerijck y Rhodes, 2000;

Hemerijck, 2017). Donde se ofrecen “elecciones” pero no servicios públicos, son en

general las madres y no los padres quienes han optado por permanecer en el hogar

durante un tiempo, lo que refleja un gradiente de clase. Como patrón en la mayoría de los

países de Occidente, las mujeres con buen nivel educativo persiguen modelos de vida

más convergentes con los de los hombres de su propia clase, mientras que las mujeres

de menor nivel educativo tienden a dar más espacio a las tareas de cuidado y sus

modelos de vida son más divergentes de los de los hombres de similares niveles

educativos, a menos que las políticas sociales respalden los modelos igualitarios (Esping-

Andersen, 2016; Hook, 2015). Las feministas están divididas en cuanto a la respuesta:

¿seguir presionando para lograr un mayor involucramiento de los padres en el cuidado,

incluso si esto significa menos tiempo para las madres que puedan desearlo? ¿O apoyar

las opciones de los hombres y las mujeres a decidir, pero intentar que las elecciones

entre el cuidado en el hogar y el empleo sean más “reales”, insistiendo en que los pagos

en efectivo para cuidado estén acompañados de la garantía del derecho a vacantes en

centros de cuidado infantil?

Un énfasis en la “elección” podría dar lugar al pluralismo entre las poblaciones

heterogéneas en cuanto a los modelos de cuidado y género que prefieren. En estos

casos, el alcance de la comercialización y los subsidios públicos determina si las

elecciones son factibles, y cómo funcionarán la calidad del cuidado y la igualdad de

género (Orloff, 2009b; Brennan et al., 2012). Algunos empleos femeninos en el sector de

cuidados están profesionalizados, o al menos sindicalizados y relativamente bien

remunerados, pero otros son clásicos “malos empleos”, que expresan jerarquías

“raciales” y étnicas (Glenn, 1992; Lutz, 2008; Williams, 2018a). El resultado de las

tendencias actuales hacia la comercialización y la privatización, en el contexto del

crecimiento de los flujos de trabajo migrante y de las reacciones en su contra, dependerá,

por supuesto, del modo en que las fuerzas políticas se las ingenien para ganar fuerza en

esta era de gran incertidumbre política y agitación.
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La presencia de las mujeres en la política ha revolucionado las políticas sociales. A

comienzos del siglo XX, las “maternalistas” entraron en la política sobre la base de la

“diferencia”, reclamaron por sus derechos ciudadanos sobre la base de su capacidad de

ser madres, e idealizaron un Estado maternalista que podría cuidar a su ciudadanía,

especialmente a las madres y sus hijos e hijas (Skocpol, 1992; Koven y Michel, 1993). En

la actualidad, los movimientos de mujeres por la igualdad de género exigen políticas de

apoyo al empleo femenino, en particular acciones antidiscriminatorias y afirmativas,

licencias parentales y servicios de cuidado infantil (O’Connor et al., 1999, capítulo 3), y

una mayor proporción de mujeres en “puestos claves de organizaciones

gubernamentales y políticas” ejercen una influencia positiva en el gasto social y en la

adopción de políticas igualitarias (Bolzendahl, 2009). Pero estos procesos se desarrollan

con un trasfondo de profundos cambios en los contextos económico, social, político y

cultural, marcados por el neoliberalismo, el posindustrialismo y la individualización, que

nos imponen tanto mandatos como incentivos para la mercantilización y la “elección”. Sin

embargo, hay una resistencia, tanto normativa como práctica, a alcanzar la realización

del “empleo para todos y todas” basada completamente en la mercantilización del

cuidado (Lewis y Giullari, 2005). Algunas vertientes del feminismo adoptan una elección

formalista que depende solo de los recursos privados, pero otras, en particular aquellas

que están ligadas a las fuerzas socialdemócratas o laboristas, remarcan la necesidad de

un gran respaldo público para la liberación de las mujeres.

Las grandes transformaciones en la economía política –mayor precariedad, menos

trabajo industrial bien remunerado, más presiones sobre quienes realizan tareas de

cuidado en la familia, giro político hacia el neoliberalismo– no conducen únicamente a

demandas de mayor desarrollo de políticas sociales. Los grupos antifeministas

promueven ideales de instituciones “tradicionales” de género en el matrimonio, la

sexualidad y la reproducción. Y aun si el trabajo de ama de casa de tiempo completo

declina y choca con los mandatos neoliberales de activación de las mujeres o con las

preocupaciones instrumentales por el descenso de la fertilidad, es posible que ciertas

formulaciones políticas antifeministas puedan prosperar, en la medida en que populistas

de derecha o conservadores en lo social extraigan energía de los anhelos nostálgicos por

los días en que el cuidado que brindaban las mujeres podía sostenerse con el empleo

bien remunerado de proveedores que trabajaban en puestos industriales. Cuando los

grupos de mujeres y los bloques de votantes están divididos, por ejemplo entre

orientaciones socialistas/seculares y católicas, o cuando los movimientos antifeministas
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están bien movilizados, se bloquea la adopción de políticas que se perciben de

promoción o apoyo del empleo de las mujeres y la prestación pública de servicios de

cuidado, que son componentes claves en los programas de los movimientos por la

igualdad de las mujeres. Sin embargo, muchos principios legales y sustantivos de la

igualdad de género ya se han institucionalizado en políticas sociales. Además, vemos el

surgimiento de nuevas formas de movilización feminista, vinculadas a la persistencia de

dilemas entre cuidado y empleo remunerado, participación política y económica, y

ausencia de violencia y acoso, y que apuntan a reestructurar los sistemas de prestación y

regulación social. La promesa de instituciones de asistencia social que promueven los

objetivos feministas todavía puede alcanzar un mayor cumplimiento.

La transformación de la investigación dominante por la integración total del análisis de

género es necesaria para comprender el desarrollo en progreso de los Estados de

Bienestar, ya que el género ha estado en el centro de las transformaciones de estos

Estados, de las familias y de las economías capitalistas. Las percepciones con enfoque

de género –en particular, sobre el poder y la política–radicalizan y transforman el estudio

comparativo de los Estados de Bienestar, un componente necesario de los proyectos

para asegurar que los sistemas de prestación social promuevan la igualdad y el cuidado;

en otras palabras, el bienestar social en su más amplio sentido.
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